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  RECURSO DE REVISIÓN 647/2018-2 PNT.

COMISIONADO PONENTE: 

LIC. PAULINA SÁNCHEZ PÉREZ DEL POZO
ENTE OBLIGADO:

INSTITUTO DE DESARROLLO HUMANO Y SOCIAL DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Extraordinaria 26 veintiséis de septiembre de 2018 dos mil dieciocho. 
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
R E S U L T A N D O:


PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Con fecha 18 dieciocho de julio de 2018 dos mil dieciocho a través de la Plataforma Nacional de Transparencia el solicitante presentó su escrito de solicitud de información con número de folio 00522818, a través del cual solicitó:


“(…)
Sobre datos referentes al proyecto, dirigido a la comunidad de Coamila Axtla de Terrazas, con fecha de ejecución durante el ejercicio 2017, en la calle Emiliano Zapata acerca de pavimentación de la misma. Considerando:


1) En este caso específico, aún no ha iniciado ejecución dicha obra pública anteriormente mencionada.


2) En lo posible enviar copia por este mismo medio, de algún escrito dirigido a las autoridades de la comunidad, donde se les comunica sobre el inicio de ejecución de dicha obra.

3) Saber el motivo por el cual no se ha ejecutado dicha obra pública. 

Primero.- Copia del escrito a las autoridades de la comunidad de Coamila, municipio de Axtla de Terrazas, donde se les notifica la fecha y detalles del inicio de la obra pública de pavimentación en la calle Emiliano Zapata.

Segunda.- Saber el motivo por el cual no se ha ejecutado dicha obra pública.

Tercero.- Responder acerca de lo solicitado en Primero y Segundo, por este mismo medio.

(…)” (sic).  


SEGUNDO. Interposición del recurso. El 21 veintiuno de agosto de 2018 dos mil dieciocho, el solicitante de la información interpuso el presente medio de impugnación a través de la Plataforma Nacional de Transparencia por la falta de respuesta a su escrito de solicitud de información pública a través del cual señaló como inconformidad lo siguiente:


“Por falta de respuesta a solicitud emitida”. (sic). 

TERCERO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de fecha 22 veintidós de agosto de 2018 dos mil dieciocho, la Presidencia de esta Comisión  de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión por lo que se asignó el número RR-647/2018-2 PLATAFORMA, al aludido recurso y, por razón de turno, toco conocer a la ponencia de la Licenciada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

CUARTO. Auto de admisión y trámite. El 24 veinticuatro de agosto de 2018 dos mil dieciocho, el Comisionado Ponente acordó la admisión del recurso de revisión interpuesto por el recurrente, contra actos del GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, POR CONDUCTO DEL INSTITUTO DE DESARROLLO HUMANO Y SOCIAL DE LOS PUEBLOIS INDÍGENAS, A TRAVÉS DEL TITULAR Y DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, por actualizarse la hipótesis establecida en la fracción VI del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. 
Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  


Por lo tanto, el ponente apercibió al sujeto obligado de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso se resolverá únicamente con base en las documentales que obran en autos.  


Asimismo, en el contexto del mismo proveído se decretó la ampliación del plazo para resolver el presente recurso de revisión.

QUINTO. Rendición del informe del sujeto obligado. Con fecha 11 once de septiembre de 2018, está Comisión tuvo por recibido el oficio número INDEPI/UIP/077/2018, signado por el Titular de la Unidad de Transparencia del sujeto obligado a través del cual señaló lo siguiente:

“Por medio del presente, aprovecho la ocasión para enviarle un cordial saludo. El motivo del presente ocurso es para dar cumplimiento al proveído del 24 de agosto del 2018 mediante los oficios PSPP-2580 y PSPP-2581/2018, por lo que me permito anexar captura de pantalla debidamente certificada, donde hace constar que se le envía la información al correo electrónico del solicitante referente a su petición de información.


UNICO. Se sobresee el presente recurso con fundamento en el artículo 175 en su fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, ya que encuadra en la hipótesis del artículo 180 fracción III de la Ley en comento. 

 
En virtud de lo anterior, se ordenó requerir al Titular de la Unidad de Transparencia a efecto de que remitiera a esta Comisión el documento que acredite la entrega de la información al promovente, es decir, aquel que contenga la información solicitada por el particular y que le fue enviado mediante correo electrónico que señaló el particular a efecto de recibir notificaciones. 

SEXTO. Con fecha 17 diecisiete de septiembre de 2018 dos mil dieciocho, esta Comisión emitió un acuerdo a través de cual se tuvo por recibido el oficio sin número INDEPI/UIP/078/2018, signado por el Titular de la Unidad de Transparencia del sujeto obligado a través del cual cumplió con lo ordenado a través del proveído de fecha 11 once de septiembre de 2018.

Asimismo, en el contexto del mismo proveído esta Comisión ordenó declarar cerrar el periodo de instrucción y se procedió a elaborar el proyecto de resolución correspondiente y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en virtud de que fue interpuesto en tiempo y se encuentran satisfechos los requisitos que establece la misma; asimismo el recurrente se inconformó en contra de la respuesta a su solicitud de información por parte del sujeto obligado.

TECERO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:
Con fecha 18 dieciocho de julio de 2018 dos mil dieciocho, el ahora recurrente solicitante presentó su solicitud de acceso a la información pública ante el sujeto obligado.
Ahora, de conformidad con los artículos 148 y 154 de la Ley de Transparencia, el plazo para dar respuesta por parte del sujeto obligado era de diez días hábiles, contados a partir del día siguiente en que le fue presentada.
Por lo tanto, el plazo de los diez días comenzó el día 19 diecinueve de julio de 2018 dos mil dieciocho y venció el 01 uno de agosto del mismo año; sin contar los días 21, 22, 28 y 29 por ser inhábiles de conformidad con el numeral 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí aplicado de manera supletoria a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de conformidad con el artículo 1°.  

Así, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 06 seis de agosto al 24 de agosto de 2018; sin contar los días 2, 3, 4, 5, 11, 12, 18 y 19 de agosto por ser inhábiles de conformidad con el numeral 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí aplicado de manera supletoria a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de conformidad con el artículo 1°. En virtud de lo anterior, si el 21 de agosto de 2018 dos mil dieciocho, el hoy recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.   


CUARTO. Caso Concreto. En su solicitud de acceso a la información, el solicitante requirió: 

“(…)

Sobre datos referentes al proyecto, dirigido a la comunidad de Coamila Axtla de Terrazas, con fecha de ejecución durante el ejercicio 2017, en la calle Emiliano Zapata acerca de pavimentación de la misma. Considerando:


1) En este caso específico, aún no ha iniciado ejecución dicha obra pública anteriormente mencionada.


2) En lo posible enviar copia por este mismo medio, de algún escrito dirigido a las autoridades de la comunidad, donde se les comunica sobre el inicio de ejecución de dicha obra.


3) Saber el motivo por el cual no se ha ejecutado dicha obra pública. 

Primero.- Copia del escrito a las autoridades de la comunidad de Coamila, municipio de Axtla de Terrazas, donde se les notifica la fecha y detalles del inicio de la obra pública de pavimentación en la calle Emiliano Zapata.

Segunda.- Saber el motivo por el cual no se ha ejecutado dicha obra pública.

Tercero.- Responder acerca de lo solicitado en Primero y Segundo, por este mismo medio.

(…)” (sic).  
El 21 veintiuno de agosto de 2018 dos mil dieciocho, al no haber respuesta a su escrito de solicitud de información por parte del sujeto obligado, el particular interpuso el presente recurso de revisión.
En vía de alegatos, el sujeto obligado manifestó ante esta Comisión que la información solicitada por el recurrente se envió a través del correo electrónico señalado para oír y recibir notificaciones. Asimismo, el sujeto obligado solicitó a esta Comisión que el recurso de revisión interpuesto por el recurrente sea sobreseído en virtud de que se actualiza la fracción III del numeral 180 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. 


En virtud de lo anteriormente expuesto, la presente resolución analizará la procedencia de la respuesta del Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos Indígenas a la solicitud de información que nos ocupa. Lo anterior, en términos de lo dispuesto en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

Como ya quedó descrito en el presente considerando el particular solicitó diversa información en relación al proyecto dirigido a la comunidad de Coamila Axtla de Terrazas, con fecha de ejecución durante el ejercicio 2017, en la Calle Emiliano Zapata respecto de la pavimentación de la misma. 


En su respuesta el sujeto obligado notificó al recurrente a través del oficio INDEPI/SO/545/18 de fecha 05 cinco de septiembre de 2018 signado por el Subdirector de Promoción, Programas y Proyectos que “La obra en referencia no fue apoyada a través del Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas, por lo que ni puedo ahondar en su requerimiento” sin proporcionar mayores detalles sobre ante quien podría dirigir su solicitud de información a efecto de acceder a la información. 

En este sentido, de las constancias que obran en el expediente de la presente resolución, esta Comisión advierte que el sujeto obligado notificó en su respuesta la falta de competencia para conocer de lo solicitado. En este sentido, el artículo 20 y 158 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado señalan que:

“ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

(…)


ARTÍCULO 158. Cuando las Unidades de Transparencia determinen la notoria incompetencia por parte de los sujetos obligados, dentro del ámbito de su aplicación, para atender la solicitud de acceso a la información, deberán comunicarlo al solicitante, dentro de los tres días posteriores a la recepción de la solicitud y, en caso de poderlo determinar, señalar al solicitante el o los sujetos obligados competentes. Si los sujetos obligados son competentes para atender parcialmente la solicitud de acceso a la información, deberá dar respuesta respecto de dicha parte. Respecto de la información sobre la cual es incompetente se procederá conforme lo señala el párrafo anterior.”


De lo señalado anteriormente, se advierte que cuando el sujeto obligado advierta la incompetencia deberá comunicarlo al solicitante en un plazo no mayor a tres días hábiles, demostrando de manera fundada y motivada que la información no se refiere alguna de sus facultades, competencias o funciones. 

En el caso concreto, se estima que el acto primigenio emitido por la autoridad, por el cual documentó la respuesta otorgada al particular, carece de la debida fundamentación y motivación, ya que no se estableció de manera puntual el fundamento legal por el cual se emite ésta y así tampoco se establecieron los preceptos normativos que se sustenta su falta de competencia. Sirve para reforzar lo anterior la tesis de jurisprudencia I.3o.C. J/47, emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, misma que dispone:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR. La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo”. (sic)

En razón de lo expuesto y de la tesis citada, la autoridad al emitir su respuesta debe fundamentar y motivar su actuar, pero además un punto crucial en este Derecho es permitir el acceso a documentos que efectivamente emanen del ejercicio de la competencia, atribuciones o facultades del sujeto obligado, puesto que el contenido constitucionalmente garantizado por el derecho de acceso a la información pública no sólo comprende la mera posibilidad de acceder a la información solicitada, y correlativamente, la obligación de otorgarla por parte de los entes públicos, ya que si tal fuese sólo su contenido protegido constitucionalmente, se correría el riesgo de que este derecho y los fines que con su reconocimiento se persiguen, resultaran burlados cuando los organismos públicos entregasen cualquier tipo de información, independientemente de su veracidad o no. Se debe entender por veracidad, no al contenido sustancial del acto, sino como aquellos elementos que identifiquen a la información con aquella generada, administrada o poseída por la autoridad en el ejercicio de su función y que además, cuente con las características de confiabilidad, oportunidad, congruencia, integridad, actualidad, accesibilidad, comprensibilidad y verificabilidad, ello de conformidad con el artículo 6°, fracción I de los Lineamientos Técnicos Generales en materia de publicación, homologación y estandarización de las obligaciones comunes y especificas en materia de transparencia.


Conforme al artículo 7°, segundo párrafo, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, resulta patente hacer mención de lo establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Gomes Lund y otros (“Guerrilha do Araguaia”): “(…) el Estado no puede ampararse en la falta de prueba de la existencia de los documentos solicitados sino que, por el contrario, debe fundamentar la negativa a proveerlos, demostrando que ha adoptado todas las medidas a su alcance para comprobar que, efectivamente, la información solicitada no existía. Resulta esencial que, para garantizar el derecho a la información, los poderes públicos actúen de buena fe y realicen diligentemente las acciones necesarias para asegurar la efectividad de ese derecho (…). La falta de prueba sobre la existencia de cierta información, sin haber indicado, al menos, cuáles fueron las diligencias que realizó para confirmar o no su existencia, posibilita la actuación discrecional y arbitraria del Estado de facilitar o no determinada información, generando con ello inseguridad jurídica respecto al ejercicio de ese derecho (…)
”.

De lo expuesto, y del análisis de la respuesta, se advierte que la autoridad fue omisa en determinar las causas por las cuales no cuenta con la información solicitada.


Aunado a lo anterior, la autoridad señala que es incompetente para proporcionar lo aquí solicitado; sin embargo, en ningún momento le notificó al particular las consideraciones que de manera fundada y motivada sostuvieran dicha afirmación y por ello es que no justifica la negativa de acceso y se ve obligado a entregar la información o, en su defecto, fundamentar la causas que sostengan la negativa de acceso a la información. 

Por lo que tomando en consideración lo descrito en párrafos anteriores, y en relación con la solicitud del sujeto obligado de sobreseer el presente recurso de revisión con fundamento en el artículo 180, fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, debe indicarse:


“ARTÍCULO 180. El recurso será sobreseído, en todo o en parte, cuando, una vez admitido, se actualicen alguno de los siguientes supuestos: 

(…)

III. El sujeto obligado responsable del acto lo modifique o revoque de tal manera que el recurso de revisión quede sin materia, o”


Como se observa, en términos del artículo citado procede sobreseer un recurso de revisión cuando aparezca alguna causal de improcedencia, en términos de la Ley de la materia.


Al respecto el sujeto obligado, no probó haber respondido en tiempo y forma la solicitud del solicitante durante la substanciación del presente trámite, por lo que en el presente caso no se actualiza la causal de sobreseimiento establecido en artículo analizado en el presente considerando. 

QUINTO. Así las cosas, esta Comisión procede a verificar la falta de respuesta del sujeto obligado a su escrito de solicitud de información. 

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública entra al estudio del agravio de conformidad con lo siguiente.

5.1. Principio de afirmativa ficta.

Dicho principio es una máxima del derecho de acceso a la información pública que consiste en que los solicitantes no permanezcan por tiempo indefinido en la incertidumbre del silencio de la autoridad de resolver su solicitud de acceso a la información pública en el plazo que le marcan los artículos 154 y 164 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, ya que estos preceptos tienen por objeto que los solicitantes no se vean afectados en su esfera jurídica ante la pasividad de la autoridad que legalmente debe de emitir una respuesta, de tal manera que no sea indefinida la conducta de abstención asumida por la autoridad.


5.2. Obligación por parte del ente obligado de dar respuesta dentro del plazo del artículo 154 de la Ley de Transparencia.

El artículo 154 de la ley ya mencionada, dispone que respuesta a la solicitud deberá ser notificada al interesado en el menor tiempo posible, que no podrá exceder de diez días, contados a partir del día siguiente a la presentación de aquélla.

Y que sólo excepcionalmente, ese el plazo podrá ampliarse hasta por diez días más, siempre y cuando existan razones fundadas y motivadas, con la condicionante de que deberán ser aprobadas por el Comité de Transparencia, mediante la emisión de una resolución que deberá notificarse al solicitante, antes de su vencimiento.

5.3. Consecuencias de que la autoridad no de la respuesta en tiempo a la solicitud de acceso a la información pública.

De conformidad con el artículos 164  y 165, párrafo quinto, de la Ley de Transparencia si la autoridad no demuestra que otorgó la información que le fue solicitada o dio la respuesta en tiempo –dentro del plazo de diez días– la consecuencia es que esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública aplicará el principio de afirmativa ficta en el sentido de obligar a la autoridad responsable a entregar la información de manera gratuita en un plazo máximo de diez días hábiles tal y como lo establece dicho precepto. 

5.4. Excepciones a la aplicación del principio de afirmativa ficta.

Como toda regla, dicho principio admite excepciones, pues por más que la autoridad no demuestre que dio la información en tiempo y que por ende se debe de aplicar el principio de afirmativa ficta, hay supuestos en lo que no procede éste y que es cuando:

a)
La información es reservada.

b)
La información es confidencial –está regla también admite excepciones, pues hay documentos en los que consta la información que permite eliminar las partes o secciones clasificadas –.

c)
Cuando por disposiciones que rigen el actuar de la autoridad obligada no debe de crear, producir, generar, poseer, procesar, administrar, archivar o resguardar esa información.  

En el caso concreto, se advierte que es fundado el agravio manifestado por el recurrente, toda vez efectivamente hay omisión de la autoridad de dar respuesta a su solicitud de acceso a la información pública dentro del plazo de los diez días a que se refiere el artículo 154 de la Ley de Transparencia. Ahora, el plazo para dar respuesta por parte del sujeto obligado era de diez días, contados a partir del día siguiente de conformidad con los artículos 148 y 154 de la Ley de Transparencia.

5.5. Efectos de la resolución.


Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, Aplica el Principio de Afirmativa Ficta y por lo tanto conmina al sujeto obligado a efecto que:


Proporcione la información solicitada por el recurrente, o, en su defecto, justifique de manera fundada y motiva las causas por las cuales no se atiende plenamente las pretensiones que hizo valer en su solicitud.


5.6. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.


-El sujeto obligado deberá entregar los documentos que contengan la información solicitada en la modalidad peticionada por el particular y sin costo alguno.

-El sujeto obligado deberá de cuidar en todo momento que la información que entregará no contenga datos personales o confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá de elaborar la versión pública.
En tal virtud, con fundamento en el artículo 167, último párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, se hace del conocimiento del recurrente que la respuesta que den los sujetos obligados derivada de la resolución a un recurso de revisión que proceda por la causal señalada en las fracción VI, es susceptible de ser impugnada de nueva cuenta, mediante recurso de revisión, ante la CEGAIP.

5.7. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para la entrega de la información por parte del ente obligado.

5.8. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

5.9. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVO
Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Se Aplica el Principio de Afirmativa Ficta la respuesta del sujeto obligado por las razones y fundamentos expuestos en el considerando quinto de la presente resolución.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados Mariajosé González Zorzosa, MTRO. Alejandro Lafuente Torres y Paulina Sánchez Pérez del Pozo, Presidente, siendo ponente la ultima de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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